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Resumen: En este trabajo se presenta una visión general 
sobre los temas fundamentales de la teoría del derecho 
administrativo venezolano, enunciando y describiendo en 
forma somera y precisa entre otros aspectos, el régimen 
jurídico de la Administración Pública y de su actividad, con 
referencias específicas sobre al control judicial sobre la 
misma.  

Summary: This essay has the purpose of being a general 
approach on the fundamental issues of the theory of 
Venezuelan Administrative Law, enunciating and describing y 
a brief and precise way, among other points, the legal regime 
of Public Administration and its activity, with specific 
references regarding its judicial control. 
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Para este merecido Libro Homenaje al apreciado amigo profesor Rodolfo Pantoja 
Bauzá, sobre El derecho administrativo en América Latina, organizado por la 
Facultad de Derecho de la Universidad de Chile con ocasión de sus 60 años de 
vida académica, y ateniéndome al requerimiento formulado por sus coordinadores, 
de buscar presentar en la misma “una visión panorámica del estado actual de esta 
disciplina en nuestro subcontinente” a través de la pluma de administrativistas de 
cada país latinoamericano, en relación con el caso venezolano pasaré a exponer 
en líneas generales solo los aspectos más característicos de la teoría general de 
la disciplina en Venezuela, analizando sucesivamente (i) las bases 
constitucionales del derecho administrativo en el país; (ii) la administración 

                                                        
  Estudio elaborado para el Libro Homenaje al Profesor Rolando Pantoja Bauzá, Facultad de 
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pública, la personalidad jurídica en el derecho administrativo y el principio de 
legalidad; (iii) la regulación del procedimiento administrativo; (iv) el régimen de los 
actos administrativos y los recursos en vía administrativa; (v)  el régimen de los 
contratos del estado y de los contratos administrativos; y (vi) el régimen del control 
judicial de la administración.  

I.  BASES CONSTITUCIONALES DEL DERECHO ADMINISTRATIVO  

El primer aspecto a destaca sobre el derecho administrativo venezolano es que 
después de su consolidación durante la vigencia de la Constitución de 1961, en la 
actualidad la regulación fundamental sobre la Administración Pública está en la 
propia Constitución de 19991, en la cual se incorporó una Sección específicamente 
destinada a “De la Administración Pública”, con tres disposiciones: el artículo 141, 
que establece los principios de la Administración Pública; el artículo 142, sobre la 
creación de entidades descentralizadas; y el artículo 143, que consagra el derecho 
a la información administrativa y de acceso a los documentos oficiales. Dichas 
normas, entre otras, consolidaron el proceso de constitucionalización del derecho 
administrativo en el país.2    

1.  La connotación orgánica de la Administración 

En efecto, en Venezuela, conforme a la forma federal del Estado, conforman la 
Administración Pública, ante todo, los órganos que ejercen el Poder Ejecutivo de 
las personas jurídicas estatales que integran la Federación, en sus tres niveles 
territoriales que son la República, los Estados y los Municipios. Estos órganos son 
los que en general se identifican en el lenguaje jurídico común como “el Poder 
Ejecutivo,” que comprende a la Presidencia de la República y a los Ministerios a 
nivel nacional (Ejecutivo Nacional), a las Gobernaciones de los Estados en el nivel 
estadal (Ejecutivo Estadal) y a las Alcaldías (Ejecutivo Municipal) en el nivel 
municipal. Esos grupos de órganos conforman lo que se denomina en general, la 
“Administración Central,” todos los cuales, sin embargo, de acuerdo con la Ley 
Orgánica de la Administración Pública de 2008, “en el ejercicio de sus funciones, 
los mismos deberán sujetarse a los lineamientos dictados conforme a la 
planificación centralizada.” 3 

                                                        
1  La Constitución de 1999 originalmente publicada en Gaceta Oficial Nº 36.860 de 30 de 

diciembre de 1999 y republicada en la Gaceta Oficial Nº 5.453 Extraordinaria del 24 de marzo de 
2000; fue objeto de una Enmienda Constitucional Nº 1 en 2009 publicada en Gaceta Oficial Nº 
5.908 Extra. de 19–02–2009. V. sobre el régimen constitucional relativo a la Administración Pública 
en la Constitución, Allan R. Brewer–Carías, La Constitución de 1999. Derecho Constitucional 
Venezolano, Tomo I, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2004, pp. 276 y ss.  

2  Véase Allan R. Brewer–Carías, “Algunos aspectos del proceso de constitucionalización del 
Derecho administrativo en Venezuela”, en V Jornadas internacionales de Derecho Administrativo 
Allan Randolph Brewer Carías, Los requisitos y vicios de los actos administrativos, FUNEDA, 
Caracas, 2000, pp. 21 a 37. 

3  Esta Ley Orgánica, inicialmente sancionada en 2001, ha sido objeto de múltiples reformas, 
la última de las cuales en 2008 (Decreto Ley N° 6.217, Gaceta Oficial N° 5.890 Extra. de 31–7–
2008.). V. en general sobre el régimen legal de la Administración Pública, Allan R. Brewer–Carías, 
Rafael J. Chavero Gazik y Jesús María Alvarado Andrade, Ley Orgánica de la Administración 
Pública. Decreto Ley Nº 6217 de 15–07–2008, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2008.  



Pero también integran la Administración Pública, las entidades descentralizadas 
funcionalmente de cada una de las mencionadas personas estatales político 
territoriales, que actúan siempre adscritas y bajo el control de tutela de los órganos 
ejecutivos de las mismas, sea que hayan sido constituidas mediante ley con forma 
jurídica de derecho público, como por ejemplo, los institutos autónomos; o con 
forma jurídica de derecho privado, como por ejemplo las empresas o fundaciones 
del Estado. Estas entidades conforman lo que en general se denomina la 
“Administración Pública Descentralizada”.  

Pero una descripción como la anterior de la Administración Pública en sentido 
orgánico, sin duda, en Venezuela sería insuficiente, pues hay otros órganos de las 
personas jurídicas estatales político territoriales que pueden considerarse como 
parte de la Administración Pública, y sin embargo no ejercen el Poder Ejecutivo. 
Se trata, en el nivel nacional de la República, conforme al principio de la penta 
división del Poder Público establecida en la Constitución (art. 136), de las 
administraciones de los Poderes Ciudadano y Electoral que se establecen, 
además de los clásicas Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, y que son en el 
Poder Ciudadano, el Ministerio Público, la Contraloría General de la República y la 
Defensoría del Pueblo 4 y en el Poder Electoral, básicamente el Consejo Nacional 
Electoral.5 Además, también conforman a la Administración Pública de la 
República, los órganos de administración y gobierno del Poder Judicial, a cargo de 
la Dirección Ejecutiva de la Magistratura, dependiente del Tribunal Supremo de 
Justicia.6 Todos estos órganos son autónomos e independientes del Poder 
Ejecutivo Nacional y de los otros Poderes Públicos, pero sin embargo forman parte 
de la Administración Pública de la República, aún cuando no sean parte de la 
“Administración Central” propia del Poder Ejecutivo.  

En todo caso, para regular específicamente a la Administración Pública Central 
de la República (que ejerce el Poder Ejecutivo Nacional) y a la Administración 
Pública Descentralizada Nacional, en 2001 se dictó la Ley Orgánica de la 
Administración Pública, cuyas normas, se decía, también eran aplicaban 
supletoriamente, a las Administraciones Públicas estadales y municipales, y “a los 
demás órganos del Poder Público” (art. 1) distintos al Poder Ejecutivo. Sin 
embargo, como muestra del proceso de centralización que se ha desarrollado en 
el país desde 2000, la reforma de la Ley Orgánica de 2008 estableció 
directamente que sus normas “serán aplicables a la Administración Pública, 
incluidos los estados, distritos metropolitanos y municipios, quienes deberán 
desarrollar su contenido dentro del ámbito de sus respectivas competencias.” (art. 

                                                        
4  Regulados en general en la Ley Orgánica del Poder Ciudadano (Gaceta Oficial Nº 37.310 

de 25–10–2001), y en particular en la Ley Orgánica del Ministerio Público (Gaceta Oficial N° 38.647 
de 19–03–2007), Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo (Gaceta Oficial N° 37.995 de 5–8–
2004) y Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del Sistema Nacional de Control 
Fiscal (Gaceta Oficial Nº 37.347 de 17–12–2001) V. en general, sobre el régimen legal del Poder 
Ciudadano, Allan R. Brewer–Carías et al., Ley Orgánica del Poder Ciudadano.(Ley Orgánica del 
Poder Ciudadano, Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo, Ley Orgánica del Ministerio Público, 
Ley Orgánica de la Contraloría General de la República), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
2005. 

5  Regulados en la Ley Orgánica del Poder Electoral (Gaceta Oficial Nº 37.573 de 19–11–
2002). 

6  Regulada en la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia (Gaceta Oficial Nº 39.483 
de 9–8–2010. V. en general en Allan R. Brewer–Carías y Víctor Hernández Mendible, Ley Orgánica 
del Tribunal Supremo de Justicia, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2010.  



2); disponiendo que sus normas de aplican “supletoriamente a los demás órganos 
y entes del Poder Público” distintos a los del Poder Ejecutivo.   

Ahora bien, respecto de todo este complejo orgánico del Estado, que es la 
Administración Pública, la Constitución dispone que “está al servicio de los 
ciudadanos” (art. 141); lo que se reitera en el artículo 5º de la Ley Orgánica. En la 
Ley de 2001 en lugar de “ciudadanos,” se había utilizado la palabra “particulares” 
pus en la Constitución “ciudadano” responde al concepto más restringido de 
ciudadanía relativo a los titulares de derechos políticos (art. 39); la cual en la 
reforma de 2008 se sustituyó por la palabra “personas,” agregando que en su 
actuación, la Administración Pública está dirigida a la atención de los 
requerimientos de las personas y la satisfacción de sus necesidades,” brindando 
especial atención a las de carácter social” (art. 5). 

2.  La connotación material de la Administración 

Pero adicionalmente a la connotación orgánica, en el derecho administrativo 
venezolano, la expresión Administración Pública también tiene un sentido material, 
al identificarse el concepto también con unas actividades estatales realizadas con 
vistas a satisfacer el interés general del propio Estado o de la sociedad, 
generalmente por los órganos que la integran. 

Estas actividades se caracterizan, ante todo, conforme al sistema de formación 
del derecho por grados que adopta la Constitución, porque son siempre de 
carácter sub-legal, pues se trata de actividades realizadas en ejecución directa e 
inmediata de la legislación y sólo indirecta y mediata de la Constitución.  

Esta actividad administrativa, por otra parte, no sólo la cumplen los órganos de la 
Administración Pública en sentido orgánico antes identificados (órganos de las 
personas jurídicas estatales que ejercen el Poder Ejecutivo, el gobierno y 
administración del Poder Judicial, el Poder Ciudadano y el Poder Electoral); sino 
también, otros órganos del Estado como los que ejercen el Poder Legislativo (la 
Asamblea Nacional, los Consejos Legislativos de los Estados y los Concejos 
Municipales), o el Poder Judicial (el Tribunal Supremo de Justicia y demás 
Tribunales de la República) cuando ejercen la función administrativa (por ejemplo, 
administran su cuerpo de funcionarios o entran en relación con los particulares) o 
la función normativa de carácter sub–legal emitiendo, por ejemplo, actos 
reglamentarios. La actividad administrativa como objeto del derecho 
administrativo, por ello, está también esencialmente vinculada al ejercicio de las 
diversas funciones del Estado (normativa, de gobierno, administrativa, 
jurisdiccional y de control). 

Además, la actividad administrativa que interesa al derecho administrativo 
muchas veces se realiza por particulares o por personas jurídicas de derecho 
privado, incluso, de carácter no estatal, pero que en virtud de la expresa previsión 
de ley ejercen prerrogativas del Poder Público. Así sucede, por ejemplo, con 
ciertos actos de las Universidades privadas o de las Federaciones deportivas, 
como serían los actos sancionatorios, en los casos regulados respectivamente en 



la Ley de Universidades o en la Ley del Deporte, y que son considerados como 
actos administrativos7. 

Finalmente, no toda la actividad que realizan algunos órganos que configuran la 
Administración Pública del Estado, como por ejemplo, la que realiza el Presidente 
de la República, constituye actividad administrativa, sino, como se ha dicho, sólo 
las actividades que sean de carácter sub–legal. El Jefe del Ejecutivo Nacional y 
otros órganos del Estado, en efecto, además de realizar actividades en ejecución 
directa e inmediata de la legislación e indirecta y mediata de la Constitución, 
ejercen actividades que son formal y sustancialmente distintas de la anterior, 
realizadas en ejecución directa e inmediata de la Constitución como son las 
actividades de gobierno.8 De ello, resultan los actos de gobierno que si bien 
interesan al derecho administrativo, no se pueden considerar como formando 
parte de la actividad administrativa.9 

II. ADMINISTRACIÓN PÚBLICA, LA PERSONALIDAD JURÍDICA EN EL 
DERECHO ADMINISTRATIVO y EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD  

Por otra parte debe indicarse que si bien la Administración Pública, tanto en su 
connotación orgánica como en su sentido material, constituye el objeto por 
excelencia del derecho administrativo, no todo el derecho que regula a la 
Administración Pública, es decir, a los órganos estatales que la conforman o a las 
actividades administrativas, es derecho administrativo. En otros términos, en el 
mundo del derecho no existen sujetos de derecho o actividades respecto de los 
cuales pueda decirse que exclusivamente se rigen por una sola rama del derecho. 
Así como no se puede decir que las sociedades anónimas sean sujetos de 
derecho que sólo se regulan por el Código de Comercio, pues también están 
sometidas al Código Civil, al Código Penal y a todas las leyes de derecho 
administrativo que por ejemplo regulan diversos sectores de la economía (bancos, 
seguros, mercado de capitales, etc.); en igual sentido, los órganos de la 
Administración Pública, además de estar sometidos al derecho administrativo, 
también están sometidos al derecho civil y al derecho mercantil, por ejemplo. 

Por lo demás, esos sujetos de derecho o personas jurídicas estatales que 
interesan al derecho administrativo, no tienen una configuración uniforme, pues 
pueden tener la forma de las personas jurídicas de derecho público o la forma 
jurídica de las personas jurídicas de derecho privado. Por ello, a los órganos de la 

                                                        
7  V. Allan R. Brewer–Carías, Estado de Derecho y Control Judicial, Instituto Nacional de 

Administración Pública, Alcalá de Henares, Madrid 1987, pp. 498 y ss. 
8  V. Allan R. Brewer–Carías, La justicia constitucional, Tomo VI de Instituciones Políticas y 

Constitucionales, Universidad Católica del Táchira–Editorial Jurídica Venezolana, Caracas–San 
Cristóbal 1996, pp. 199–226; y “Comentarios sobre la doctrina del acto de gobierno, del acto 
político, del acto de Estado y de las cuestiones políticas como motivo de inmunidad jurisdiccional 
de los Estados en sus Tribunales nacionales», en Revista de Derecho Público, Nº 26, Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas, abril–junio 1986, pp. 65–68. 

9  Sobre el sistema jerarquizado o graduado del orden jurídico, creación de la denominada 
Escuela Vienesa, véase Hans Kelsen, Teoría Pura del Derecho, Buenos Aires 1981, p. 135 y ss; 
Adolf Merkl, Teoría General del Derecho Administrativo, Madrid 1935, pp. 7–62. Sobre dicho 
sistema en el constitucionalismo venezolano, véase Allan R. Brewer–Carías, Evolución Histórica 
del Estado, Tomo VI de Instituciones Políticas y Constitucionales, Universidad Católica del Táchira, 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas–San Cristóbal 1996, pp. 107–117. V. igualmente en Allan 
R. Brewer–Carías, Principios Fundamentales del Derecho Público (Constitucional y Administrativo), 
Editorial Jurídica Venezolana. Caracas, 2005. 



Administración Pública, si bien regidos por el derecho administrativo, sin embargo, 
en una forma u otra siempre se les interaplica de manera variable, tanto un 
régimen de derecho público como un régimen de derecho privado10. El derecho 
administrativo, por supuesto, tiene siempre una preponderancia en esta 
interaplicación, pero el mismo no comprende la totalidad de las normas que se 
aplican a los órganos de la Administración Pública del Estado ni a la actividad 
administrativa del mismo. En otras palabras, la Administración Pública se rige por 
el derecho administrativo, aun cuando en forma no exclusiva ni excluyente. 

En todo caso, de lo anterior resulta que, por supuesto, la definición de la 
Administración Pública como objeto del derecho administrativo sigue siendo 
esencial para la definición de esta rama del derecho, la cual consideramos que 
tiene que estar basada en la descripción de dicho objeto. Por ello, bien podría 
señalarse que el derecho administrativo es aquella rama del derecho público que 
regula los sujetos de derecho o personas jurídicas que conforman al Estado; la 
Administración Pública como complejo orgánico de esas personas jurídicas 
estatales, su organización y funcionamiento; el ejercicio de la función 
administrativa dentro de las funciones del Estado; la actividad administrativa, 
siempre de carácter sub legal realizadas por los órganos de las personas jurídicas 
estatales en ejercicio de las funciones normativas, jurisdiccional o administrativas, 
o la realizada por los particulares a quienes la ley ha autorizado para ello, su 
régimen y control; y las relaciones jurídicas que se establecen entre las personas 
jurídicas estatales o las que desarrollan la actividad administrativas, y los 
administrados, que moldea las formas de la actividad administrativa.  

Con una definición como esta, por supuesto, no cabe hacer intento alguno de 
adoptar un criterio único para definir el derecho administrativo11. No se trata por 
tanto, ni de una definición orgánica, ni de una definición material, ni de una 
definición formal, pues no existe un criterio clave absoluto para definir el derecho 
administrativo ni su objeto: la Administración Pública. La definición debe 
elaborarse con la mezcla de los diversos criterios, lo que además responde al 
contenido heterogéneo y mutable de la actividad administrativa del Estado. 

En cuanto a la jerarquía de las fuentes del derecho aplicable a la Administración, 
la Ley Orgánica de la Administración Pública expresa formalmente el principio de 
legalidad vinculándolo a la competencia, así: 

Artículo 4º. La Administración Pública se organiza y actúa de conformidad con 
el principio de legalidad, por el cual la asignación, distribución y ejercicio de sus 
competencias se sujeta a lo establecido en la Constitución de la República 

                                                        
10 V. Allan R. Brewer–Carías, “La interaplicación del Derecho Público y del Derecho Privado a 

la Administración Pública y el proceso de huida y recuperación del Derecho Administrativo” en Las 
formas de la actividad administrativa. II Jornadas Internacionales de Derecho Administrativo Allan 
Randolph Brewer–Carías, Caracas, 1996, Fundación Estudios de Derecho Administrativo 
(FUNEDA), Caracas, 1996, pp. 23 a 73. 

11  V. Allan R. Brewer–Carías, “El concepto de derecho administrativo en Venezuela” en 
Revista de Administración Pública, N° 100–102, Vol. I, Madrid, enero–diciembre 1983, pp. 685–
704, y en Estudios de Derecho Administrativo, Universidad Colegio Mayor Nuestra Señora del 
Rosario, Bogotá, 1986, pp. 7–24. Con el título “Bases constitucionales del Derecho Administrativo 
en Venezuela” en Revista de Derecho Público, N° 16, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
octubre–diciembre 1983, pp. 5–20; y El Derecho Público en Venezuela y Colombia, Archivo de 
Derecho Público y Ciencias de la Administración, Vol. VII, 1984–1985, Instituto de Derecho 
Público, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 
1986, pp. 215–231.  



Bolivariana de Venezuela, las leyes y los actos administrativos de carácter 
normativo dictados formal y previamente conforme a la ley, en garantía y 
protección de las libertades públicas que consagra el régimen democrático, 
participativo y protagónico 

Esto implica que la actuación de los órganos administrativos conforme al 
principio de legalidad, implica que los mismos deben actuar conforme a las 
competencias legalmente atribuidas, ciñéndose a lo establecido en la Constitución 
y en las leyes, y en particular, conforme al procedimiento legalmente establecido. 
Las actuaciones realizadas por órganos incompetentes, o sin observancia del 
procedimiento legalmente prescrito, por tanto, constituyen vías de hecho y vician 
los actos dictados de nulidad absoluta. 

El principio de la legalidad, además, se erige en la Constitución como un 
principio en el cual se fundamenta la Administración Pública, definiéndoselo como 
“el sometimiento pleno a la ley y al derecho” (art. 141), y además, destacándose 
como una de las misiones fundamentales de los órganos del Poder Ciudadano, el 
velar por “la aplicación del principio de la legalidad en toda la actividad 
administrativa del Estado” (art. 274). 

Por otra parte, del artículo 4 de la ley Orgánica de la Administración Pública se 
destaca, tanto la indicación formal de la jerarquía de las fuentes del derecho: 1) la 
Constitución, 2) las leyes y 3) los actos administrativos normativos; como la 
referencia al principio teleológico de la sumisión a la ley, cuyo fin es la garantía y 
protección de las libertades públicas propias del régimen democrático. Las fuentes 
del derecho, además, para ser tales, deben haberse dictado formal y previamente 
a la actividad que se regule, lo que implica la proscripción de la retroactividad de la 
ley.  

Ciñéndose al principio de legalidad, es bien sabido que la ley puede otorgar 
competencias a los órganos de la Administración, cierta libertad para elegir entre 
uno y otro curso de acción, para hacer una u otra cosa, o hacerla de una u otra 
manera, apreciando la oportunidad o conveniencia de la medida a tomarse12. En 
estos casos se está en presencia del ejercicio de poderes discrecionales, siendo la 
ley la que permite a la Administración apreciar la oportunidad o conveniencia de su 
acción según los intereses públicos, sin predeterminar cuál es la situación de 
hecho. En esos casos, la Administración tiene la elección, sea de las 
circunstancias ante las cuales dictará el acto, sea del acto que se dictará ante una 
situación de hecho, por lo que es posible afirmar que "la potestad discrecional es 
más una libertad de elección entre alternativas igualmente justas"13. 

Por ello, en algunas de las leyes de procedimientos administrativos se ha 
regulado el ejercicio de la potestad discrecional, entendida como la posibilidad que 
da la ley al funcionario de adoptar decisiones según su apreciación de la 

                                                        
12  V. Allan R. Brewer–Carías, “Los límites a la actividad discrecional de las autoridades 

administrativas”, en Ponencias Venezolanas al VII Congreso Internacional de Derecho Comparado 
(Uppsala, agosto 1966), publicaciones del Instituto de Derecho Privado, Facultad de Derecho, 
Universidad Central de Venezuela, Caracas 1966, pp. 255–279; en Revista de la Facultad de 
Derecho, N° 2, Universidad Católica Andrés Bello, Caracas 1966, pp. 9–35; y en Jurisprudencia de 
la Corte Suprema 1930–1974 y Estudios de Derecho Administrativo, Tomo I: El Ordenamiento 
Constitucional y Funcional del Estado, Caracas 1975, pp. 15–41. 

13  Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, sentencia de 1–6–2001. 



oportunidad y conveniencia, pudiendo normalmente adoptar varias decisiones que 
de acuerdo a la apreciación de los hechos y a la finalidad de la norma, todas, si se 
aplican, podrían ser igualmente justas. 

En todo caso, si algo ha caracterizado al derecho administrativo en las últimas 
décadas en todos los países iberoamericanos, es el proceso de redefinición del 
ámbito de la discrecionalidad y de limitación de la misma. Este puede decirse que 
es el signo común del derecho administrativo y, en particular, de las leyes de 
procedimiento administrativo. 

El esfuerzo de la doctrina y de la jurisprudencia de las últimas décadas ha 
consistido, entonces, en deslastrar a los funcionarios de ciertas áreas de actuación 
que antes se consideraban como parte del poder discrecional y que, 
progresivamente, se han ido eliminando de dicho ámbito, como es el caso de la 
utilización de "conceptos jurídicos indeterminados" en la atribución de 
competencias. Como lo precisó la Sala Político Administrativa de la antigua Corte 
Suprema de Justicia de Venezuela, al distinguir los conceptos jurídicos 
indeterminados, de las llamadas potestades discrecionales:  

“Mientras éstas dejan al funcionario la posibilidad de escoger según su criterio 
una entre varias soluciones justas, no sucede lo mismo cuando se trata de la 
aplicación de un concepto jurídico indeterminado. Se caracterizan estos últimos 
por ser conceptos que resulta difícil delimitar con precisión en su enunciado, 
pero cuya aplicación no admite sino una sola solución justa y correcta, que no 
es otra que aquélla que se conforme con el espíritu, propósito y razón de la 
norma. La aplicación del concepto jurídico indeterminado por la Administración 
Pública constituye una actividad reglada y por consiguiente sujeta al control de 
legalidad por parte del órgano jurisdiccional competente”14.  

Por otra parte, en la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos debe 
destacarse el esfuerzo por establecer límites a la discrecionalidad, en el artículo 
12 al disponer que “Aún cuando una disposición legal o reglamentaria deje alguna 
medida o providencia a juicio de la autoridad competente, dicha medida o 
providencia deberá mantener la debida proporcionalidad y adecuación con el 
supuesto de hecho y con los fines de la norma, y cumplir los trámites, requisitos y 
formalidades necesarios para su validez y eficacia”. 

En todo caso, con enunciados de esta naturaleza en una ley de procedimiento 
administrativo, sin duda el juez contencioso administrativo dispone de efectivas 
herramientas para controlar la legalidad de la actuación de la Administración, más 
allá de los aspectos formales de tal actuación. 

III.  LA REGULACIÓN DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

Por ello, uno de los principales signos formales del afianzamiento del principio de 
la legalidad, ha sido precisamente el sometimiento de la actuación de la 
Administración Pública a normas procedimientales que aseguren a los 
administrados un trato justo, basado en la buena fe y en la confianza legítima, 
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mediante la previsión de un procedimiento formalmente regulado, en el cual se 
garantice el derecho a la defensa y, en general, el debido procedimiento 
administrativo. A tal efecto, Venezuela no ha escapado a la tendencia general que 
se puede observar en América Latina15 siguiendo el modelo español de 1958,16 de 
la codificación del procedimiento administrativo; habiéndose sancionado en 1982, 
la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos,17 cuyas disposiciones se han 
complementado, además, con las de la propia Ley Orgánica de La Administración 
Pública antes mencionada y de la Ley de Simplificación de Trámites 
Administrativos de 1999.18 Estas últimas dictadas para racionalizar las 
tramitaciones que realizan los particulares ante la Administración Pública; mejorar 
su eficiencia, pertinencia y utilidad, a fin de lograr mayor celeridad y funcionalidad 
en las mismas; reducir los gastos operativos; obtener ahorros presupuestarios; 
cubrir insuficiencias de carácter fiscal y mejorar las relaciones de la Administración 
Pública con los ciudadanos.  

Por otra parte, en cuanto a los principios del procedimiento administrativo, debe 
destacarse que es el artículo 141 de la Constitución el que dispone que la 
Administración Pública se fundamenta en “los principios de honestidad, 
participación, celeridad, eficacia, eficiencia, transparencia, rendición de cuentas y 
responsabilidad en el ejercicio de la función pública, con sometimiento pleno a la 
ley y al derecho”; principios que repite el artículo 12 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública al precisar que la actividad de la Administración Pública se 
desarrollará con base en “los principios de economía, celeridad, simplicidad 
administrativa, eficacia, objetividad, imparcialidad, honestidad, transparencia, 
buena fe y confianza”. Asimismo, dispone la Ley que dicha actividad se debe 
efectuar dentro de parámetros de racionalidad técnica y jurídica, lo que ya se 
configura como un límite a la discrecionalidad.  

Tales principios, con anterioridad también se habían definido en la Ley Orgánica 
de Procedimientos Administrativos de 1982, en cuyo artículo 30 se enumeran los 
de “economía, eficacia, celeridad e imparcialidad”. Este conjunto de principios 
expresados formalmente en la Constitución y las leyes, sin duda, constituyen un 
arsenal de instrumentos para la protección de los administrados frente a la 
Administración Pública que, sin duda, alimenta el ámbito del control que los 
órganos de la jurisdicción contencioso administrativa puedan ejercer sobre la 
actividad administrativa. 

Con la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, por tanto, se consolidó 
la formalización o juridificación del derecho administrativo, al positivizarse lo que 
anteriormente había venido construyendo la jurisprudencia, con gran esfuerzo y 
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lentamente, sobre la base de identificar principios generales de la disciplina.19 En 
esa forma, a partir de la entrada en vigencia de la Ley Orgánica se hizo más 
seguro la posibilidad del control judicial efectivo de la actividad de la 
Administración Pública, habiéndose erigido dicha Ley en la fuente del derecho 
administrativo formal más importante, con base en la cual la jurisprudencia ha 
continuado enriqueciendo nuestra disciplina, como fuente complementaria o 
accesoria. 

La Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, siguiendo la orientación de 
las leyes similares de América Latina, establece una regulación detallada de los 
actos administrativos, estableciendo el proceso de su formación, los requisitos de 
validez, de carácter formal y de orden sustantivo, en particular, la competencia y la 
motivación de los mismos, su expresión formal expresa o tácita (silencio 
administrativo), el principio de su irrevocabilidad cuando creen o declaren 
derechos a favor de particulares, los vicios de nulidad que pueden afectarlos, y 
que sin embargo permiten su revisión en cualquier momento, aún de oficio, y los 
recursos para su reconsideración o su revisión  jerárquica. 

IV.  EL RÉGIMEN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS Y LOS RECURSOS EN 
VÍA ADMINISTRATIVA  

Como se ha dicho, una de las regulaciones medulares de la Ley Orgánica de 
Procedimientos Administrativos, por supuesto, y siguiendo la orientación de todas 
las leyes similares dictadas en América Latina conforme al modelo de la Ley 
española de 1958, es la relativa a los actos administrativos, su formación, sus 
efectos, su ejecución y su control interno mediante los recursos administrativos.20 
En esta materia, las principales regulaciones de la Ley Orgánica se refieren a la 
previsión de un lapso para la adopción de las decisiones, lo que permite poder 
accionar contra la carencia administrativa; la regulación de los trámites 
procedimentales, garantizándose el derecho a la defensa (acceso al expediente; 
pruebas; notificaciones; recursos); los vicios de nulidad absoluta de los actos 
administrativos (vicios de orden público o de pleno derecho), como la 
incompetencia manifiesta, la ausencia absoluta y total de procedimiento, o los 
vicios en el objeto; y las regulaciones sobre la ejecución forzosa de los actos 
administrativos, mediante multas. En Venezuela, salvo mediante dichas multas 
pecuniarias, la Administración Pública no puede sin embargo afectar el patrimonio 
de los administrados, sino acudiendo a la vía judicial.  

Pero al igual que en la generalidad de los países iberoamericanos, el tema 
medular respecto de los actos administrativos, por supuesto, y particularmente a 
los efectos de asegurar su control judicial por los órganos de la jurisdicción 
contencioso–administrativa, es el de su definición, o más propiamente, el de su 
caracterización particularmente entre los diversos actos estatales. 
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Conforme al antes mencionado principio que tiene rango constitucional en 
Venezuela, de la formación del derecho por grados partiendo de la Constitución, 
puede decirse que toda la actividad administrativa es, ante todo, desde el punto de 
vista formal, una actividad que siempre es de carácter sublegal, es decir, de 
ejecución directa e inmediata de la legislación (así las leyes reglamentarias 
correspondientes no se hayan dictado) y de ejecución indirecta y mediata de la 
Constitución. Por supuesto, también las actividades judiciales son siempre de 
carácter sublegal, siendo la diferencia entre una y otra de carácter orgánico, en el 
sentido que las actividades judiciales siempre las realizan órganos autónomos e 
independientes en ejecución de la función jurisdiccional, como lo son los órganos 
que ejercen el Poder Judicial.  

Ahora bien, conforme a lo anteriormente expuesto, tanto desde el punto de vista 
formal como orgánico, esas actividades administrativas pueden distinguirse de las 
otras actividades estatales, en particular de las legislativas, de gobierno y 
judiciales.  

En efecto, la actividad legislativa está conformada por los actos legislativos, que 
son las leyes (arts. 187,1 y 203) y los actos parlamentarios sin forma de ley (actos 
privativos e interna corporis) (art. 187). Las leyes, incluso, son formalmente 
definidas en la Constitución, como los actos sancionados por la Asamblea 
Nacional como cuerpo legislador (Art. 203). También pueden considerarse como 
actos legislativos los decretos leyes o decretos con fuerza de ley, dictados por el 
Presidente de la República previa autorización por una ley habilitante (arts. 203; 
236, 8). Todos estos actos legislativos son actos de ejecución directa e inmediata 
de la Constitución, incluso en los casos de los decretos ley; y su definición es tanto 
orgánica como formal: orgánica, pues se definen según el órgano que los dicta; y 
formal, por la graduación que tienen en el ordenamiento jurídico, de ser actos 
dictados en ejecución directa e inmediata de la Constitución o de rango de ley. 
Todos estos actos estatales están sometidos al control judicial constitucional que 
corresponde a la Jurisdicción Constitucional (Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo de Justicia). 

Los actos del gobierno, por su parte, como se dijo, son los actos dictados por el 
Presidente de la República en ejercicio sólo de atribuciones constitucionales, y 
que por ello, no pueden estar regulados o limitados por la Asamblea Nacional 
mediante leyes. Es el caso, por ejemplo, del nombramiento del Vicepresidente 
Ejecutivo, de la concesión de indultos, de la convocatoria de la Asamblea Nacional 
a sesiones extraordinarias, y de la disolución de la Asamblea Nacional (Art. 
236,3,9,19,21). Los actos de gobierno también son actos de ejecución directa e 
inmediata de la Constitución, y su definición es tanto orgánica como formal: 
orgánica, pues se definen según el órgano que los dicta; y formal, por la 
graduación que tienen en el ordenamiento jurídico, de ser actos dictados en 
ejecución directa e inmediata de la Constitución. Por ello están sometidos al 
control judicial constitucional por parte de la Jurisdicción Constitucional (Sala 
Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia). 

Los actos judiciales y más propiamente, las sentencias, también se definen por 
el elemento orgánico y el formal: son actos que sólo pueden emanar de los 
Tribunales, y tienen unos efectos precisos de verdad legal definidos en el 



ordenamiento y derivados del valor de cosa juzgada. Se trata, siempre, de actos 
de carácter sublegal, es decir, dictados en ejecución directa e inmediata de la ley e 
indirecta y mediata de la Constitución, correspondiendo su control a los propios 
tribunales, incluyendo el control de casación ante las Salas de Casación del 
Tribunal Supremo de Justicia. 

En la definición de los actos legislativos, de gobierno y judiciales, por lo tanto, 
hay una identificación entre órgano y acto, además de criterios formales derivados 
de la formación del derecho por grados, y no necesariamente se definen según 
criterios materiales o derivados de la función que se ejerce al dictarlos. Por 
ejemplo, los actos legislativos pueden no tener contenido normativo; y pueden 
haberse dictado en ejercicio de funciones administrativas o de gobierno; y los 
actos de gobierno, pueden en cambio tener contenido normativo. 

En cambio, en la definición de la actividad administrativa y, en particular, de los 
actos administrativos, los criterios anteriores no se pueden aplicar en forma lineal, 
pues estos no se pueden identificar ni orgánica ni funcionalmente: son dictados 
por los cinco grupos de órganos estatales que ejercen el Poder Público, y se 
pueden dictar en ejercicio de todas las funciones estatales. Así, tan acto 
administrativo es un reglamento dictado por cualquier órgano de la Administración 
Pública o por los Tribunales en ejercicio de la función normativa, como un acto de 
ejecución presupuestaria o de personal dictado por los órganos de la 
Administración Pública, los Tribunales o la Asamblea Nacional en ejercicio de la 
función administrativa; o un acto dictado por los órganos de la Administración 
Pública en ejercicio de la función jurisdiccional, al decidir una solicitud o un recurso 
administrativo. 

La definición del acto administrativo, por tanto, en contraste con los otros actos 
estatales, requiere de una mezcla de criterios, dado el carácter heterogéneo de los 
mismos:21 Se emplea el criterio orgánico, al identificar como actos administrativos 
los actos emanados de la Administración Pública como complejo orgánico en 
ejercicio de las funciones normativa, jurisdiccional o administrativa del Estado. Se 
utiliza el criterio material, al identificar como actos administrativos los actos 
dictados por los Tribunales en ejercicio de las funciones administrativa y 
normativa, los actos dictados por la Asamblea Nacional en ejercicio de funciones 
administrativas, e incluso, los dictados por entidades privadas autorizadas por ley 
en ejercicio de funciones normativas y administrativas; y en todo caso, conforme al 
criterio formal, siempre que se trate de actos de carácter sub–legal, es decir, 
dictados en ejecución directa e inmediata de la legislación e indirecta y mediata de 
la Constitución, razón por la cual están sometidos al control judicial por parte de la 
jurisdicción Contencioso Administrativa (Art. 259, Constitución). 

En todo caso, respecto de los actos administrativos, rige el principio de la 
autotutela, en el sentido de que la Administración Pública puede revisar sus 
propios actos, corregir errores materiales e incluso revocarlos, siempre que no 
hayan creado o declarado derechos a favor de particulares. Los vicios de nulidad 
absoluta de los actos administrativos, taxativamente enumerados en la Ley 
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Orgánica de Procedimientos Administrativos (Art. 19.: por ejemplo, incompetencia 
manifiesta, ausencia absoluta de procedimiento, vicio en el objeto), sin embargo, 
conforme a la propia ley Orgánica (Art. 83), pueden motivar su revisión en 
cualquier tiempo, incluso de oficio, siempre garantizándose el debido 
procedimiento administrativo.  

Además, los administrados pueden requerir el control de la legalidad y de la 
oportunidad de los mismos ante la propia Administración Pública mediante el 
ejercicio de los recursos administrativos tradicionales, es decir, del recurso 
jerárquico (o de apelación ante el superior jerárquico), del recurso de 
reconsideración (que se ejerce ante la misma autoridad que dictó el acto) y del 
recurso de revisión (ante el superior jerárquico por hechos sobrevenidos) 
regulados todos en la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos. Estos 
recursos administrativos permiten a los interesados exigir el control de la legalidad 
de los actos dentro de la propia Administración, además de que les permite exigir 
un control y revisión de la oportunidad de los actos cuestionados. Es decir, en el 
ámbito administrativo puede decirse que además de la garantía de la legalidad, 
existe la garantía del control de la oportunidad o inoportunidad de una actuación 
administrativa. 

Por último, en relación con los actos administrativos, además de aquéllos con 
efectos particulares, están los que tienen efectos generales, es decir, contenido 
normativo. Entre estos últimos, están los Reglamentos que en Venezuela son 
actos administrativos. 

En relación con los reglamentos rige, por supuesto, el principio de la reserva 
legal establecido en la Constitución, como consecuencia del cual, el artículo 87 de 
la Ley Orgánica de la Administración Pública dispone que los reglamentos no 
pueden regular materias objeto de reserva de ley, ni infringir normas con dicho 
rango. Además, sin perjuicio de su función de desarrollo o colaboración con 
respecto a la ley, los reglamentos no pueden tipificar delitos, faltas o infracciones 
administrativas, establecer penas o sanciones, así como tributos, cánones u otras 
cargas o prestaciones personales o patrimoniales de carácter público. 

Además, conforme al artículo 88 de la LOAP, la elaboración de los reglamentos 
de leyes debe ajustarse obligatoriamente al siguiente procedimiento:  

1. La iniciación del procedimiento de elaboración de un reglamento se debe 
llevar a cabo por el ministerio competente según la materia, mediante la 
elaboración del correspondiente proyecto, al que se debe acompañar un 
informe técnico y un informe sobre su impacto o incidencia presupuestaria.  

2. A lo largo del proceso de elaboración se debe recabar, además de los 
informes, los dictámenes correspondientes y cuantos estudios y consultas 
se estimen convenientes para garantizar la eficacia y la legalidad del texto.  

3. Elaborado el texto se debe someter a consulta pública para garantizar el 
derecho de participación de las personas, de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 138 y siguientes de la propia Ley Orgánica. Durante el 
proceso de consulta las personas, directamente o a través de las 
comunidades organizadas, pueden presentar propuestas y formular 
opiniones sobre la gestión de los órganos y entes de la Administración 



Pública, así como participar en la elaboración de los instrumentos de 
contenido normativo (art. 138).  

4. Aprobado el reglamento por el Presidente de la República en Consejo de 
Ministros, entrará en vigencia con su publicación en la Gaceta Oficial de la 
República, salvo que el mismo disponga otra cosa. 

Lo importante de este régimen de consulta pública, es que la ley orgánica es que 
conforme al artículo 140 de la misma Ley Orgánica, se prohíbe a los órganos o 
entes públicos aprobar normas o remitir a otra instancia proyectos normativos que 
no sean sometidos a consulta pública, sancionándose como nulas de nulidad 
absoluta, las normas que sean aprobadas por los órganos o entes públicos o 
propuestas por éstos a otras instancias sin que hayan sido consultadas según el 
procedimiento establecido (Art. 140). 

V.  EL RÉGIMEN DE LOS CONTRATOS DEL ESTADO Y DE LOS CONTRATOS 
ADMINISTRATIVOS 

1.  Los contratos de interés público 

En materia de contratos del Estado, en la Constitución de 1999, como en tantas 
otras materias, puede decirse que también se consolidó un importante proceso de 
constitucionalización del derecho administrativo de los contratos públicos. En 
dicho texto, en efecto, en relación con los contratos públicos o contratos de la 
Administración, se regulan los contratos celebrados por las personas jurídicas 
estatales; denominándolos como “contratos de interés público,” expresión 
equivalente en general a la de contratos públicos, del Estado o estatales.22 

En efecto, en la sección cuarta relativa a “De los contratos de interés público” del 
Capítulo I “Disposiciones fundamentales” del Título IV “Del Poder Público” de la 
Constitución, se regula el régimen de los mismos, de manera que la denominación 
genérica comprende tres especies de contratos, de acuerdo con el sistema 
constitucional de distribución vertical del Poder Público: contratos de interés 
público nacional, contratos de interés público estadal y contratos de interés público 
municipal (art. 150), los cuales son los suscritos, respectivamente, por los tres 
órdenes de personas jurídicas estatales mencionadas (la República, los Estados y 
los Municipios), las cuales, en general, ejercen el Poder Público en sus tres 
niveles territoriales, respectivamente. 

En consecuencia, todos los contratos tanto de interés nacional, como de interés 
estadal o municipal, son, por supuesto, contratos de “interés público” (artículo 150, 
151) en el mismo sentido que la noción de Poder Público (Título IV de la 
Constitución) comprende al Poder Nacional, a los Poderes de los Estados y al 
Poder Municipal.23 

En consecuencia un contrato de interés público nacional, es aquél que interesa 
al ámbito nacional (en contraposición al ámbito estadal o municipal), porque ha 
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sido celebrado por una persona jurídica estatal nacional, de derecho público (la 
República o un instituto público) o de derecho privado (empresa del Estado). Por 
tanto, no serán contratos de interés público nacional aquéllos que son de interés 
público estadal o municipal, celebrados por personas jurídicas estatales de los 
Estados o de los Municipios, incluyendo los institutos públicos y empresas del 
Estado de esas entidades político–territoriales.24 

2.  La superada noción de “contratos administrativos”  

La noción de “contrato administrativo”, en cambio, no tiene rango constitucional 
en Venezuela y legalmente sólo se había utilizado hasta 2010, en la Ley Orgánica 
del Tribunal Supremo de Justicia a los efectos de atribuir competencia al órgano 
de mayor jerarquía de la Jurisdicción Contencioso Administrativa (la Sala Político 
Administrativa del Tribunal Supremo) para conocer de las controversias relativas a 
los mismos. En ausencia de una ley general sobre contratos del Estado o sobre 
contratos administrativos, ello originó en el pasado, por supuesto, una intensa 
actividad jurisprudencial y doctrinal tendiente a identificar dichos contratos 
administrativos, los cuales en definitiva se enmarcaron por su objeto vinculado a la 
prestación de un servicio público o a las obras públicas o por la inclusión en los 
mismos de las llamadas cláusulas exorbitantes del derecho común. 

El problema central, en esta materia para la determinación de qué debía 
entenderse por contrato administrativo, había girado en torno a la distinción entre 
contratos administrativos y contratos de derecho privado de la Administración; la 
cual si bien parecía haberse superado definitivamente en Venezuela, fue desde 
1976 en la derogada Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia al haber 
atribuido expresa y exclusivamente a la Sala Político–Administrativa de la Corte 
Suprema de Justicia (Art. 42, Ord. 14) la competencia referida en materia de 
“contratos administrativos”.  

A pesar de dicha norma y de su equivalente en la también derogada Ley 
Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia de 200425 (Art. 5, párrafo 1º,25), sin 
embargo, estimamos que la distinción no tenía sustantividad firme, ya que no 
había ni puede haber contratos de derecho privado de la Administración, regidos 
exclusivamente por el derecho privado, que excluyan el conocimiento de los 
mismos a la jurisdicción contencioso–administrativa.26 En realidad, todos los 
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Derecho Administrativo: Libro Homenaje a la Universidad Central de Venezuela, Volumen I, 
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pp. 40 a 54; Allan R. Brewer–Carías, Contratos Administrativos, Caracas, 1992, pp. 28 a 36; Allan 
R. Brewer–Carías, Debate Constituyente (Aportes a la Asamblea nacional Constituyente), Tomo II, 
op. cit., p. 173. 

25  V. Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia (Gaceta Oficial Nº 37.042 de 19–05–
2004. V. en general en Allan R. Brewer–Carías, Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2004. 

26. V. Allan R. Brewer–Carías, «La evolución del concepto de contrato administrativo» en El 
Derecho Administrativo en América Latina, Curso Internacional, Colegio Mayor de Nuestra Señora 
del Rosario, Bogotá 1978, pp. 143–167; Jurisprudencia Argentina, N° 5.076, Buenos Aires, 13–12–
1978, pp. 1–12; Libro Homenaje al Profesor Antonio Moles Caubet, Tomo I, Facultad de Ciencias 
Jurídicas y Políticas, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1981, pp. 41–69; y Allan R. 
Brewer–Carías, Estudios de Derecho Administrativo, Bogotá, 1986, pp. 61–90; y «Evoluçao do 
conceito do contrato administrativo» en Revista de Direito Publico Nº 51–52, Sao Paulo, julio–
diciembre 1979, pp. 5–19.  



contratos que celebra la Administración están sometidos en una forma u otra al 
derecho público y a todos se les aplica también el derecho privado, teniendo 
según su objeto, un régimen preponderante de derecho público o de derecho 
privado;27 por lo que estimábamos que la distinción no tenía fundamento alguno, y 
menos cuando en Venezuela nunca ha habido dualidad de jurisdicciones (judicial y 
administrativa) que fue lo que en Francia fue el verdadero sustento de la 
distinción.28  

Así como no puede haber acto unilateral dictado por los funcionarios públicos 
que no sea un acto administrativo, tampoco existen contratos celebrados por la 
Administración que no estén sometidos en alguna forma al derecho público, por lo 
que la terminología empleada en las ahora derogadas Leyes Orgánicas de la 
Corte Suprema de 1976 y del Tribunal Supremo de 2004, en realidad, a lo que 
habían conducido era a confusiones, contradicciones y dilaciones. Por ello pronto, 
no había demanda que se intentase en relación a contratos celebrados por la 
Administración en la cual no se plantease el problema de la competencia: si la 
demanda se intentaba ante la jurisdicción ordinaria, se alegaba la naturaleza 
administrativa del contrato; en cambio, si se intentaba ante el Tribunal Supremo de 
Justicia, se alegaba el carácter de derecho privado" del contrato.  

Todo ello y la discusión sobre los contratos administrativos como categoría 
específica en los contratos del Estado puede decirse que desapareció, a 
eliminarse de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de 2010 la noción misma de 
contrato administrativo y no incluirse la misma en la ley Orgánica de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa de ese mismo año29 para la delimitación de la 
competencia judicial; y además, al no haberse empleado la terminología en la Ley 
sobre Contrataciones Públicas de 2008, reformada en 2010.30 Esta, en efecto, 
habla de contratos del Estado o contratos públicos, y en cuanto a la atribución de 
competencia entre los diversos tribunales de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa para conocer de controversias sobre contratos suscritos por entes 
públicos, la Ley Orgánica de la misma no establece distinción alguna entre 
contratos administrativos y otros que podrían no serlo, de manera que todas las 
demandas sobre contratos públicos son del conocimiento de los tribunales de la 
jurisdicción contencioso administrativas. 

Por otra parte, debe recordarse que en la determinación de cuándo se estaba en 
presencia de un contrato administrativo o no, ello dependía en mucho del interés 
circunstancial de la Administración, pues además de que todo contrato que 
celebre tienen algún interés público envuelto o se celebra vinculado a un servicio 
público, las llamadas cláusulas exorbitantes del derecho común que caracterizan a 

                                                        
27. V. Allan R. Brewer–Carías, Contratos Administrativos, Caracas, 1992, pp. 46 y ss.; y “La 

interaplicación del derecho público y del derecho privado a la Administración Pública y el proceso 
de huída y recuperación del derecho administrativo” en Las Formas de la Actividad Administrativa. 
II Jornadas Internacionales de Derecho Administrativo Allan Randolph Brewer–Carías, Fundación 
de Estudios de Derecho Administrativo, Caracas, 1996, pp. 59 y ss.  

28. V. Jesús Caballero Ortíz, “Deben subsistir los contratos administrativos en una futura 
legislación?”, en El Derecho Público a comienzos del siglo XXI. Estudios homenaje al Profesor 
Allan R. Brewer–Carías, Tomo II, Instituto de Derecho Público, UCV, Editorial Civitas Ediciones, 
Madrid, 2003, pp. 1773 y ss. 

29  V. Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa (Gaceta Oficial 39.451 de 
22–6–2010) 

30  V. Ley de Contrataciones Públicas en Gaceta Oficial Nº 39.503 de 6–9–2010. 



los contratos administrativos, no necesitan estar expresas en el texto del contrato, 
sino que son inherentes a las potestades de la Administración y se presumen en 
los contratos estatales. Dependía, por tanto, del recurso que hiciera la 
Administración en un momento dado a estas cláusulas (por ejemplo, para rescindir 
el contrato), para que el contrato se calificara o no de administrativo, lo que hacía 
insegura la distinción. De allí, incluso las dudas y variaciones jurisprudenciales, 
particularmente con relación a contratos municipales de compra–venta de 
inmuebles municipales, que llevó a la antigua Corte Suprema a considerarlos 
algunas veces como contratos administrativos31 y otras veces como contratos de 
derecho privado.32 

3.  El régimen constitucional sobre los contratos públicos 

En todo caso, la Constitución establece un conjunto de regulaciones relativas a 
todos los contratos del Estado, y que, por supuesto, se aplicaban también a los 
llamados contratos administrativos.  

En cuanto a las incompatibilidades o prohibiciones, por ejemplo, la Constitución 
establece una prohibición general a los funcionarios públicos, más genéricamente, 
a quienes estén al servicio de los órganos de las personas estatales, de celebrar 
contrato alguno con ellas (art. 145). Además, el artículo 190 de la Constitución 
prohíbe a los diputados a la Asamblea Nacional ser propietarios, administradores 
o directores de empresas que contraten con personas jurídicas estatales. 

Por otra parte, la Constitución de 1999 regula en algunas normas especificas la 
posibilidad de contratos de interés público inter–gubernamentales o 
interadministrativos, es decir, celebrados ente personas jurídicas estatales. Los 
primeros serían aquéllos que se celebran entre la República y los Estados o 
Municipios, o entre éstos, y que, por lo general, derivan de los procesos de 
descentralización política y, en particular, de transferencia de competencias entre 
los entes territoriales. 

En efecto, el artículo 157 de la Constitución establece que la Asamblea Nacional, 
por mayoría de sus integrantes, puede atribuir a los Municipios o a los Estados 
determinadas materias de la competencia nacional, a fin de promover la 
descentralización. Con fundamento en una norma similar que estaba en la 
Constitución de 1961, en 1989 se dictó la Ley Orgánica de Descentralización, 
Delimitación y Transferencia de Competencias del Poder Público,33 en la cual se 
regularon los contratos inter–gubernamentales que se debían celebrar entre la 
República y los Estados, precisamente, para el desarrollo de procesos de 
transferencia de competencias nacionales hacia los Estados y de asunción por 
éstos de las mismas. 

La Constitución de 1999 regula, ahora, además, la posibilidad de que los 
Estados descentralicen y transfieran los servicios y competencias que gestionen a 
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Carías et al.,  Leyes y Reglamentos para la descentralización política de la Federación, Colección 
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los Municipios, siempre que los mismos estén en capacidad de prestarlos, así 
como la administración de los respectivos recursos dentro de las áreas de 
competencias concurrentes entre ambos niveles territoriales del Poder Público 
(art. 165). Ello también puede dar origen a contratos intergubernamentales de 
orden local para materializar las transferencias y regular la gestión de las mismas. 

Además, entre estos contratos de interés público intergubernamentales están los 
acuerdos de mancomunidad municipal, mediante los cuales los Municipios se 
pueden asociar para la realización de una actividad en común (art. 170). También 
están los contratos de interés público interterritoriales, es decir, aquéllos suscritos 
por los Municipios entre sí o entre la República y los Municipios o los Estados y los 
Municipios para fines de interés público. En tal sentido, el artículo 170 de la 
Constitución establece que los Municipios pueden “acordar entre sí o con los 
demás entes públicos territoriales, la creación de modalidades asociativas inter–
gubernamentales para fines de interés público relativos a materias de su 
competencia”. De ello deriva la posibilidad de contratos de interés público de 
carácter asociativo, Inter gubernamentales. 

Debe señalarse, por último, en relación con estos contratos 
intergubernamentales e interadministrativos, que la Constitución regula la 
competencia de la jurisdicción contencioso administrativa para conocer de 
controversias derivadas de la ejecución de los mismos, así como las controversias 
administrativas que se susciten entre la República, algún Estado, Municipio u otro 
ente público, cuando la otra parte sea alguna de esas mismas entidades, como las 
que pueden resultar de un contrato intergubernamental. Estas controversias deben 
ser resueltas por el Tribunal Supremo de Justicia en Sala Político Administrativa 
(art. 266,4). La Constitución, además, autoriza al legislador para atribuir la 
competencia jurisdiccional para resolver las controversias administrativas cuando 
se trate de controversias entre Municipios de un mismo Estado, a otros tribunales, 
por supuesto, de la jurisdicción contencioso administrativa (art. 259). 

Otro específico de la constitucionalización del régimen de los contratos estatales 
se refiere al régimen del dominio público y de los servicios públicos, en el sentido 
de que la propia Constitución prevé el régimen de concesiones para la explotación 
de los bienes que sean “recursos naturales propiedad de la Nación”, las cuales 
pueden ser otorgadas con exclusividad o sin ella, por tiempo determinado, y 
asegurando, siempre, la existencia de contraprestaciones o contrapartidas 
adecuadas al interés público” (art. 113). En cuanto a las concesiones mineras, en 
particular, se dispone en el artículo 156,16 de la Constitución que “el Ejecutivo 
Nacional no podrá otorgar concesiones mineras por tiempo indefinido”34. Todas 
estas concesiones, por supuesto, son contratos estatales. Por lo que se refiere a 
los servicios públicos, en los casos en los que se los regula de manera de permitir 
la actuación de los particulares sólo mediante concesión, como sucede en los 
casos de servicios públicos municipales o domiciliarios, rige el mismo principio 
constitucional antes indicado relativo a las concesiones establecido en el artículo 
113. 
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La Constitución regula, además, otros contratos de interés público estadal y 
municipal al establecer los principios para que los Estados y los Municipios 
descentralicen y transfieran “a las comunidades y grupos vecinales organizados” 
los servicios que éstos gestionen, previa demostración de su capacidad para 
prestarlo (art. 184). A tal efecto, los Estados y Municipios deben promover la 
transferencia de servicios en materia de salud, educación, vivienda, deporte, 
cultura, programas sociales, ambiente, mantenimiento de áreas industriales, 
mantenimiento y conservación de áreas urbanas, prevención y protección vecinal, 
construcción de obras y prestación de servicios públicos. En todos estos casos, 
para lograr esos objetivos los Estados y Municipios pueden establecer convenios, 
es decir, celebrar contratos de interés público estadal o municipal con las 
comunidades y grupos vecinales organizados, cuyos contenidos deben estar 
orientados por los principios de interdependencia, coordinación, cooperación y 
corresponsabilidad (art. 184,1). 

5.  El régimen legal de los contratos públicos 

En 2008 se sancionó por primera vez en el país, una Ley de Contrataciones 
Públicas, la cual ha sido reformada en 2010.35 La misma, sin embargo, y a pesar 
de su denominación no regula universalmente la “contratación pública”, es decir, 
toda la actividad contractual del Estado (los contratos del Estado o los contratos 
públicos) a cargo de las personas jurídicas estatales, tal y como sucede, por 
ejemplo, en términos generales, en España, sucesivamente con la Ley de 
Contratos del Estado (1965), la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas 
(1995) o la Ley de Contratos del Sector Público (2007); y en Colombia, con la Ley 
de Contratos del Estado (1993).  

La Ley, en efecto, no se configuró como cuerpo normativo general, destinado a 
regular todos los contratos del Estado celebrados por todas las personas jurídicas 
estatales, sino que se ha limitado su alcance, y está destinada, básicamente, a 
regular el procedimiento de selección de contratistas (licitación) y sólo respecto de 
ciertos (no todos) los contratos públicos. Por ello, la única Ley precedente que se 
derogó expresamente con la nueva Ley fue la vieja Ley de Licitaciones,36 por lo 
que en su parte medular, sigue siendo un cuerpo normativo destinado a regular el 
régimen de selección de contratistas (arts. 36 a 92) en ciertos contratos públicos. 
Sin embargo, a las tradicionales previsiones de la Ley de Licitaciones sobre 
selección de contratistas, la nueva Ley agregó, un nuevo Título general sobre la 
“Contratación” (art. 93 a 131), con normas que deben regir respecto de todos los 
contratos del Estado que caen dentro del ámbito de aplicación que son solamente 
los destinados a la “adquisición de bienes, prestación de servicios y ejecución de 
obras” (art. 1), suscritos por personas jurídicas estadales, a las cuales la Ley ha 
agregado a los Consejos Comunales.   Pero incluso, respecto de los contratos 
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sometidos a la normativa legal, la propia Ley excluye a aquellos celebrados “en el 
marco del cumplimiento de acuerdos internacionales de cooperación entre la 
República Bolivariana de Venezuela y otros Estados, incluyendo la contratación 
con empresas mixtas constituidas en el marco de estos convenios” (art. 4); y 
respecto de las previsiones específicas en materia de “selección de contratistas,” 
la ley excluye a los contratos para la prestación de servicios profesionales y 
laborales; para la prestación de servicios financieros; para la adquisición y 
arrendamiento de bienes inmuebles; para la adquisición de obras artísticas, 
literarias o científicas; para “las alianzas comerciales y estratégicas” para la 
adquisición de bienes y prestación de servicios entre personas naturales o 
jurídicas y los órganos o entes contratantes; para los servicios básicos 
indispensables para el funcionamiento del órgano o ente contratante; y para la 
adquisición de bienes, la prestación de servicios y la ejecución de obras, 
encomendadas a los órganos o entes de la administración pública (art. 5). 

Con estas exclusiones y ámbito reducido, se trata en todo caso, como se dijo, de 
una Ley reguladora básicamente del proceso de selección de contratistas, con 
normas generales respecto, entre otros aspectos, los poderes de la Administración 
para controlar los contratos (art. 95), en especial, respecto de los contratos de 
obra (arts. 112–115); los poderes de modificación de los contratos y el régimen de 
variación de precios y ajustes contractuales (arts. 106–111); el régimen de la 
nulidad de los mismos (art. 99), las garantías de cumplimiento, (arts. 99–102), y el 
régimen de los anticipos (arts. 103–105); el régimen de los pagos (arts. 116–119), 
el régimen de la terminación de los contratos (arts. 120–127), y las causas de 
rescisión unilateral de los contratos (arts. 127–129); y finalmente, el régimen 
sancionatorio (arts. 130–131).  

VI.  EL RÉGIMEN DEL CONTROL JUDICIAL DE LA ADMINISTRACIÓN  

1.  El control judicial de la constitucionalidad y legalidad de los actos 
estatales 

Conforme al sistema establecido en la Constitución venezolana, todos los actos 
estatales están sometidos al derecho y todos son controlables judicialmente por 
razones de constitucionalidad o de legalidad. Aquí está la consecuencia de la 
consagración del  principio de la legalidad y la garantía del Estado de derecho.  

Este sistema de control judicial de las actuaciones del Estado puede decirse 
además, que es de carácter universal y cerrado, en el sentido que ninguno de los 
actos estatales puede escapar al control del Tribunal Supremo de Justicia y de los 
demás Tribunales que controlan la constitucionalidad y la legalidad de los mismos; 
control que se ejerce, en general, además de a través de la Jurisdicción Ordinaria, 
a través de la Jurisdicción Constitucional, de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa y de la Jurisdicción Contencioso Electoral.37  
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En efecto, los actos estatales dictados en ejecución directa e inmediata de la 
Constitución, es decir, las leyes, los actos parlamentarios sin forma de ley, los 
actos ejecutivos de rango y valor de ley (decretos–leyes), y los actos de gobierno 
están sometidos exclusivamente al control de la constitucionalidad que está a 
cargo de la Jurisdicción Constitucional que corresponde a la Sala Constitucional 
del Tribunal Supremo de Justicia.  

En cuanto a las sentencias, estas están sometidas al control judicial ordinario 
mediante las apelaciones y, en materia de legalidad, al recurso de extraordinario 
de casación ante las Salas de Casación Civil, de Casación Social y de Casación 
Penal del Tribunal Supremo de Justicia.  

Y en cuanto a los actos administrativos, al ser de carácter sublegal, como ya se 
ha dicho, están sometidos al control judicial tanto por parte de la Jurisdicción 
Contencioso–Administrativo como de la Jurisdicción Contencioso Electoral. La 
primera la integran la Sala Político–Administrativa del Tribunal Supremo de 
Justicia y los demás tribunales que se han establecido por la ley; y la segunda, la 
integra básicamente la Sala Electoral del mismo Tribunal Supremo de Justicia, a 
los efectos específicos del control de legalidad e inconstitucionalidad de los actos 
administrativos dictados por los órganos que ejercen el Poder Electoral (Consejo 
Nacional Electoral, sus Comisiones y órganos subalternos).  

Lo importante a señalar sobre este control contencioso administrativo es que el 
mismo se realiza en relación con todos los actos administrativos, pudiendo los 
tribunales competentes declarar su nulidad, así sean actos administrativos 
emanados no sólo de los órganos de la Administración Pública, sino de los 
órganos legislativos, de los tribunales, e incluso de entidades privadas. 

2.  La jurisdicción contencioso administrativa 

La jurisdicción contencioso administrativa, por otra parte, se constitucionalizó en 
Venezuela desde 1961, en una norma que ahora está contenida en el artículo 259 
de la Constitución de 199938, cuyo texto es el siguiente: 

La jurisdicción contencioso administrativa corresponde al Tribunal Supremo de 
Justicia y a los demás tribunales que determina la ley. Los órganos de la 
jurisdicción contencioso–administrativa son competentes para anular los actos 
administrativos generales o individuales contrarios a derecho, incluso por 
desviación de poder; condenar al pago de sumas de dinero y a la reparación de 
daños y perjuicios originados en responsabilidad de la Administración; conocer 
de reclamos por la prestación de servicios públicos y disponer lo necesario 
para el restablecimiento de las situaciones jurídicas subjetivas lesionadas por la 
actividad administrativa. 

Ha sido precisamente con base en esta norma constitucional que la 
jurisprudencia de la antigua Corte Suprema de Justicia fue elaborando las bases 
del sistema contencioso administrativo en el país,39 las cuales desarrolladas por la 
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doctrina nacional,40 condujeron en 1976 a la sanción de la Ley Orgánica de la 
Corte Suprema de Justicia,41 en cuyas normas se reguló el procedimiento 
contencioso administrativo ante la sala Político Administrativa de dicha Corte. En 
las Disposiciones Transitorias de esa Ley, además, se reguló la organización de la 
jurisdicción contencioso administrativo, con indicación de los diversos tribunales 
que la integraban, además de la Sala Político Administrativa de la antigua Corte 
Suprema: la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo (en 2004 se creó una 
Corte Segunda) y ocho Tribunales Superiores Contencioso Administrativos 
ubicados en las diversas regiones del país. 

En mayo de 2004 se sancionó la nueva Ley Orgánica del Tribunal Supremo de 
Justicia,42 en la cual y a pesar de las imperfecciones de sus nuevas Disposiciones 
Transitorias que afectaron la base legal fundamental de la organización de la 
Jurisdicción, se volvieron a regular los principios del procedimiento contencioso 
administrativo (Arts. 18 a 21) siguiendo literalmente lo que establecía la derogada 
Ley Orgánica de la Corte Suprema; conservándose además, la organización de la 
Jurisdicción transitoriamente hasta que se dictase la Ley especializada sobre lo 
contencioso administrativo. 

Esa ley especializada que se dictó en 2010, es la Ley Orgánica de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa,43 en la cual, conforme a la orientación constitucional, 
se configura a la jurisdicción contencioso administrativa como una jurisdicción 
especial integrada al Poder Judicial. En Venezuela, por tanto, el derecho 
administrativo no construyó con base en la distinción entre las competencias de la 
jurisdicción judicial y una jurisdicción administrativa, que siguiendo la orientación 
del derecho administrativo francés, se siguió por ejemplo en Colombia. En  
Venezuela, al contrario, la tradición ha sido la existencia de una competencia 

                                                                                                                                                                         
Administrativa, Vol. 1 y 2, Instituto de Derecho Público, Facultad de Derecho, Universidad Central 
de Venezuela, Caracas, 1978; Allan R. Brewer–Carías y Luis Ortiz Álvarez, Las grandes decisiones 
de la jurisprudencia Contencioso–Administrativa, Caracas, 1996; y Luis Ortiz–Álvarez, 
Jurisprudencia de medidas cautelares en el contencioso–administrativo (1980–1994), Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas, 1995. 

40. V. Allan R. Brewer–Carías, Estado de Derecho y Control Judicial, Madrid, 1985, pp. 281 y 
ss.; Allan R. Brewer–Carías, Contencioso Administrativo, Tomo VII, Instituciones Políticas y 
Constitucionales, Caracas–San Cristóbal, 1997; Antonio Canova González, Reflexiones para la 
reforma del sistema contencioso administrativo venezolano, Editorial Sherwood, Caracas, 1998; 
Víctor Hernández–Mendible, Tutela judicial cautelar en el contencioso administrativo, Vadell 
Hermanos editores, Caracas, 1998. V. además, las siguientes obras colectivas: El Control 
Jurisdiccional de los Poderes Públicos en Venezuela, Instituto de Derecho Público, Facultad de 
Ciencias Jurídicas y Políticas, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1979; Contencioso 
Administrativo en Venezuela, Editorial Jurídica Venezolana, tercera edición, Caracas, 1993; 
Derecho Procesal Administrativo, Vadell Hermanos editores, Caracas, 1997; 8ª Jornadas “J.M. 
Domínguez Escovar” (Enero 1983), Tendencias de la jurisprudencia venezolana en materia 
contencioso administrativa, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, U.C.V., Corte Suprema de 
Justicia; Instituto de Estudios Jurídicos del Estado Lara, Tip. Pregón, Caracas, 1983; Contencioso 
Administrativo, I Jornadas de Derecho Administrativo Allan Randolph Brewer–Carías, Funeda, 
Caracas, 1995; XVIII Jornadas “J.M. Domínguez Escovar, Avances jurisprudenciales del 
contencioso administrativo en Venezuela, 2 Tomos, Instituto de Estudios Jurídicos del Estado Lara, 
Diario de Tribunales Editores, S.R.L. Barquisimeto, 1993.  

41. Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia del 30 de julio de 1976 en Gaceta Oficial Nº 
1.893, Extraordinaria del 30–07–76. V. Allan R. Brewer–Carías y Josefina Calcaño de Temeltas, 
Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1989. 

42. V. la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia (LOTSJ), Gaceta Oficial, Nº 37942 de 
20–05–2004. V. Allan R. Brewer–Carías, Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas 2004. 

43  V. la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa (Gaceta Oficial 39.451 de 
22–6–2010). V. sobre la ley, Allan R. Brewer–Carías y Víctor Hernández Mendible, Ley de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2010.  



especializada de determinados tribunales para conocer de litigios en los cuales 
interviene la Administración, pero integrados en el Poder Judicial.44 En esos 
tribunales, por otra parte, se materializa el derecho de las personas a la tutela 
judicial efectiva45 frente a las acciones de la Administración, a través del desarrollo 
de un conjunto de procesos contencioso administrativos.  

3.  Los diversos procesos contencioso administrativos en la Ley de 
2010  

De acuerdo con la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, 
en efecto, el sistema de los procesos contencioso administrativos resulta 
directamente del conjunto de atribuciones que se asignan en la misma a los 
diversos órganos de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, que son la Sala 
Político Administrativa del Tribunal Supremo, en su cúspide de la organización 
judicial contencioso administrativa, y en orden descendente, los Juzgados 
Nacionales de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, los Juzgados Superiores 
Estadales de la Jurisdicción Contencioso Administrativos y los Juzgados 
Municipales de la Jurisdicción Contencioso Administrativos. 

Las competencias judiciales establecidas en los artículos 23, 24, 25 y 26, dan 
origen a los siguientes procesos contencioso administrativos: (i) el proceso 
contencioso administrativo de las demandas patrimoniales;46 (ii) el proceso 
contencioso administrativo de las demandas contra las vías de hecho;47 (iii) el 
proceso contencioso administrativo en materia de prestación servicios públicos;48 
(iv) el proceso contencioso administrativo de anulación de actos administrativos;49 
(v) el proceso contencioso administrativo contra las carencias administrativas; (vi) 
el proceso contencioso administrativo de las controversias administrativas; y (vii) el 
proceso contencioso administrativo de la interpretación de las leyes. 

Debe señalarse además, que en la Ley Orgánica se atribuyó competencia en el 
artículo 24.6 a los Juzgados Nacionales de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa para conocer de “los juicios de expropiación intentados por la 
República, en primera instancia,” con la apelación para ante la Sala Político 

                                                        
44 Martín Pérez Guevara, "Prólogo", en Allan R. Brewer–Carías, Jurisprudencia de la Corte 

Suprema 1930–74 y Estudios de Derecho Administrativo, Tomo II. Ordenamiento Orgánico y 
Tributario del Estado, Instituto de Derecho Público, Facultad de Derecho, Universidad Central de 
Venezuela, Caracas, 1976, pp. 1–10. 

45  V. en general, Ingrid Cancelado Ruíz, “La tutela judicial efectiva y la ejecución de 
sentencias condenatorias de la Administración Pública a la luz de la Constitución de 1999”, en 
Revista de Derecho Constitucional, Nº 4 (enero–junio), Editorial Sherwood, Caracas, 2001, pp. 75–
139; Rafael G. Prado Moncada, “De nuevo sobre el derecho a la tutela judicial efectiva (Avances 
normativos a raíz de la Constitución de 1999)”, en Revista de Derecho Administrativo, Nº 9 (mayo–
agosto), Editorial Sherwood, Caracas, 2000, pp. 93–119. 

46  V. Miguel Ángel Torrealba Sánchez, “Las demandas de contenido patrimonial en la Ley 
Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa,” en Comentarios a la Ley Orgánica de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa, Vol. II, FUNEDA, Caracas, 2011, pp. 299–340.  

47  V. Miguel Ángel Torrealba Sánchez, La vía de hecho en Venezuela, FUNEDA, Caracas, 
2011. 

48  V. Jorge Kiriakidis, “Notas en torno al Procedimiento Breve en la Ley Orgánica de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa,” Comentarios a la Ley Orgánica de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa, Vol. II, FUNEDA, Caracas, 2011, pp. 167–193. 

49  V. en general la obra colectiva, Comentarios a la Ley Orgánica de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa, Vol. I y II, FUNEDA, Caracas, 2010 y 2011, respectivamente. 



Administrativa del Tribunal Supremo, y cuyo procedimiento se regula en la Ley de 
Expropiación por causa de utilidad pública o social de 2002.50  

A.  Los procesos contencioso administrativos de las demandas 
patrimoniales 

En primer lugar, están los procesos contencioso administrativos de las 
demandas patrimoniales contra entes públicos o que estos puedan intentar, según 
la cuantía, ante Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo (art. 23), ante 
los Juzgados Nacionales de la Jurisdicción Contencioso Administrativa (art. 24), y 
ante los Juzgados Superiores Estadales de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa (art’25). 

B.  Los procesos contencioso administrativos de las  demandas 
contra las vías de hecho administrativas 

En segundo lugar, está el proceso contencioso administrativo de las demandas 
contra las vías de hecho administrativas, a cuyo efecto, el artículo 23.4 asigna a la 
Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo, competencia para conocer de 
“las reclamaciones contra las vías de hecho atribuidas a las altas autoridades 
antes enumeradas.” 

Por su parte el artículo 24.4 de la Ley Orgánica asigna a los Juzgados 
Nacionales de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, competencia para 
conocer de “Las reclamaciones contra las vías de hecho atribuidas a las 
autoridades a las que se refiere el numeral anterior.” 

Y conforme al artículo 25.5 de la Ley Orgánica, a los Juzgados Superiores 
Estadales de la Jurisdicción Contencioso Administrativa se les asigna competencia 
para conocer de “las reclamaciones contra las vías de hecho atribuidas a 
autoridades estadales o municipales de su jurisdicción.”  

C.  Los procesos contencioso administrativos de las demandas 
relativas a los servicios públicos 

En tercer lugar, está el proceso contencioso administrativo de las demandas de 
los servicios públicos a las cuales se refiere el artículo 259 de la Constitución. 
Conforme al cual la Ley Orgánica, que creó como innovación fundamental en la 
organización de la Jurisdicción Contencioso Administrativa a los Juzgados de 
Municipio de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, de carácter unipersonal 
(art. 21), les asignó la específica competencia de conocer de las demandas que 
interpongan los usuarios o usuarias o las organizaciones públicas o privadas que 
los representen, por la prestación de servicios públicos (art. 21,1).51  

                                                        
50  V. en Gaceta Oficial Nº 37.475 de 01–07–02. Véanse los comentarios sobre esta ley en 

Allan R. Brewer–Carías, Gustavo Linares Benzo, Dolores Aguerrevere Valero y Caterina Balasso 
Tejera, Ley de Expropiación por Causa de Utilidad Pública o Interés Social, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas 2002.  

51  Se dispuso sin embargo en la Disposición Transitoria Sexta de la Ley Orgánica, que hasta 
tanto entren en funcionamiento estos Juzgados de Municipio de la Jurisdicción Contencioso 



Debe destacarse que en realidad, la única innovación de la Constitución de 1999 
en materia contencioso administrativa en relación con lo que estaba regulado en la 
Constitución de 1961 (Art. 206), fue el agregado, en el artículo 259, dentro de las 
competencias de los órganos de la jurisdicción contencioso administrativa, del 
conocimiento de los “reclamos por la prestación de servicios públicos.” La LOTSJ 
de 2004 no reguló el procedimiento en este caso, y se limitó a establecer la 
competencia de la Sala Político Administrativa para conocer y decidir, en segunda 
instancia, las apelaciones y demás acciones o recursos contra las sentencias 
dictadas por los Tribunales Contencioso Administrativos, cuando su conocimiento 
no estuviere atribuido a otro tribunal, que decidan sobre las acciones de reclamos 
por la prestación de servicios públicos nacionales (Art. 5, 37). 

La LOJCA 2010 ahora ha atribuido a los órganos de la Jurisdicción competencia 
en materia de reclamos por la prestación de los servicios públicos y el 
restablecimiento de las situaciones jurídicas subjetivas lesionadas por los 
prestadores de los mismos (art. 9,5), atribuyendo ahora el conocimiento de la 
materia exclusivamente a los Juzgados de Municipio de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa, como competencia única, conocer de “las demandas 
que interpongan los usuarios o usuarias o las organizaciones públicas o privadas 
que los representen, por la prestación de servicios públicos” (art. 26,1).  

D.  Los procesos contencioso administrativos de  anulación de los 
actos administrativos 

En cuarto lugar está el proceso contencioso administrativo de anulación, a cuyo 
efecto el artículo 23 asigna a la Sala Político Administrativa, competencia para 
conocer de:   

5.  Las demandas de nulidad contra los actos administrativos de efectos 
generales o particulares dictados por el Presidente o Presidenta de la 
República, el Vicepresidente Ejecutivo o Vicepresidenta Ejecutiva de la 
República, los Ministros o Ministras, así como por las máximas autoridades 
de los demás organismos de rango constitucional, si su competencia no 
está atribuida a otro tribunal. 

6.  Las demandas de nulidad que se ejerzan contra un acto administrativo de 
efectos particulares y al mismo tiempo el acto normativo sub–legal que le 
sirve de fundamento, siempre que el conocimiento de este último 
corresponda a la Sala Político Administrativa. 

El artículo 24 de la Ley, por su parte, asigna competencia a los Juzgados 
Nacionales de la Jurisdicción Contencioso Administrativa para conocer de: 

5.  Las demandas de nulidad de los actos administrativos de efectos generales 
o particulares dictados por autoridades distintas a las mencionadas en el 
numeral 5 del artículo 23 de esta Ley y en el numeral 3 del artículo 25 de 
esta Ley, cuyo conocimiento no esté atribuido a otro tribunal en razón de la 
materia. 

                                                                                                                                                                         
Administrativa, los Juzgados de Municipio existentes son los que deben conocer de esta 
competencia 



El artículo 25 de la Ley Orgánica, además, asigna a los Juzgados Superiores 
Estadales de la Jurisdicción Contencioso Administrativa competencia para conocer 
de: 

3.  Las demandas de nulidad contra los actos administrativos de efectos 
generales o particulares, dictados por las autoridades estadales o 
municipales de su jurisdicción, con excepción de las acciones de nulidad 
ejercidas contra las decisiones administrativas dictadas por la 
Administración del trabajo en materia de inamovilidad, con ocasión de una 
relación laboral regulada por la Ley Orgánica del Trabajo. 

6.  Las demandas de nulidad contra los actos administrativos de efectos 
particulares concernientes a la función pública, conforme a lo dispuesto en 
la ley. 

En cuanto al procedimiento en los casos de demandas de nulidad de los actos 
administrativos, deben destacarse varios aspectos específicos que resultan de las 
disposiciones de la Ley Orgánica de 2010.  

En primer lugar está el tema de la legitimación activa en los procesos de nulidad 
de los actos administrativos respecto de los cuales la Ley Orgánica de 2010 omitió 
toda regulación, lo que implica que el interés para recurrir debe estar condicionado 
básicamente por los efectos producidos por los actos impugnados. En cuanto a los 
actos administrativos de efectos generales, la legitimación para impugnarlos y 
para hacerse parte en los juicios, en nuestro criterio debe corresponder a 
cualquiera que alegue un simple interés en la anulación o en el mantenimiento del 
acto impugnado, por lo que consideramos que el carácter popular de la acción 
contra los actos administrativos de efectos generales no ha variado.  

En cuanto a la impugnación de los actos administrativos de efectos particulares, 
debe recordarse que tradicionalmente se había establecido para la admisibilidad 
de las acciones, que el recurrente tuviese un interés personal, legítimo y directo52 
en la impugnación. Se consideraba, así, que tratándose de actos individuales o de 
efectos particulares, en principio, en el proceso sólo podían “actuar los sujetos a 
quienes directamente afecta el acto administrativo,"53 es decir, "los que tuvieran un 
interés legítimo en su anulación."54 Esta noción de interés personal, legítimo y 
directo, fue precisada con acuciosidad por la Corte Primera de lo Contencioso– 
Administrativa en su sentencia del 13 de octubre de 1988 (Caso: Cememosa), al 
clarificar que por interés legítimo “debe entenderse como la existencia de una 
tutela legal sobre la pretensión del actor;” que el interés sea personal “alude a la 
de que el actor haga valer en su nombre o en el de un sujeto o comunidad a los 
cuales representa, su pretensión; “y que el interés sea directo, se refiere a “que el 
efecto del acto recaiga sobre el actor” y que “el acto esté destinado al actor.” En fin 

                                                        
52  V. Allan R. Brewer–Carías, "Aspectos de la legitimación activa en los recursos 

contencioso–administrativos contra los actos administrativos de efectos particulares", en Revista de 
Derecho Público, Nº 16, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1983, pp. 227–233. 

53 V. en Gaceta Forense, Nº 27, pp. 127–132. V. además en Allan R. Brewer–Carías, 
Jurisprudencia de la Corte Suprema, Tomo V, Vol. I, cit., p. 293. 

54 V. Gaceta Oficial Nº 14.72 Extra, de 11–06–71. 



la exigencia apunta a que “el impugnante sea el afectado, el que recibe los efectos 
inmediatos de la decisión sobre su esfera de intereses."55 

Sobre esto, debe recordarse que la Ley Orgánica de 2004 repitió en su texto la 
norma de la derogada Ley Orgánica de 1976 (norma que había sido considerada 
tácitamente derogada por la Constitución por la Sala Político Administrativa del 
Tribunal Supremo56), exigiéndose el interés personal, legítimo y directo como 
condición de legitimidad para interponer el recurso contencioso de anulación 
contra los actos administrativos de efectos particulares (Art. 21, párrafo 9º); razón 
por la cual continuó siendo, hasta 2010, la condición básica de la legitimación para 
intentar demandas de nulidad de actos administrativos de efectos particulares o 
para hacerse parte en los juicios.  A partir de 2010, sin embargo, como se dijo, ni 
la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, ni la Ley Orgánica 
del Tribunal Supremo de Justicia de 2010 establecen condición alguna de interés 
del recurrente para intentar acciones contencioso administrativas contra actos de 
efectos particulares, por lo que será la jurisprudencia la que irá delineando la 
legitimación. 

Otro aspecto que debe mencionarse en relación con el proceso contencioso de 
anulación de los actos administrativos, tal como se regula en los artículos 76 a 96 
de la Ley Orgánica de 2010, es que las normas de procedimiento que en ellos se 
establece solo se refieren a las demandas en las cuales sólo se solicite la nulidad 
de un acto administrativo. Sin embargo, en muchos casos, la demanda de nulidad 
de los actos administrativos no se agota con la sola pretensión de anulación de los 
mismos, sino que la demanda de anulación puede estar acompañada de otras 
pretensiones procesales de contenido patrimonial conforme se establece en el 
artículo 259 de la Constitución. En estos últimos casos, sin embargo, la Ley 
Orgánica no estableció procedimiento específico, por lo que además de aplicarse 
el procedimiento previsto para las demandas de nulidad, con las notificaciones y 
emplazamientos, en nuestro criterio debe efectuarse la citación del ente 
demandado, por ejemplo, en cabeza del Procurador General, como representante 
de la República.  

Debe mencionarse que con la Ley Orgánica, como se ha dicho, quedó 
totalmente rota la tradicional dicotomía del contencioso de anulación, por un lado, 
y del contencioso de los derechos, por el otro,57 de manera que en el contencioso 
de los actos administrativos, además de la anulación del acto, la pretensión del 
recurrente y la decisión del juez puede ser de condena a la Administración al pago 
de sumas de dinero, de reparación de daños y perjuicios y de restablecimiento de 
las situaciones jurídicas subjetivas lesionadas por el acto anulado. Esas 
pretensiones pueden tener su origen básicamente en la responsabilidad de la 

                                                        
55 V. Revista de Derecho Público, Nº 82, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, pp. 

445 ss.  
56 Véase sentencia de la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo, en efecto, Nº 873 

de 13 de abril de 2000 (Caso: Banco FIVENEZ vs. Junta de Emergencia Financiera), en Revista de 
Derecho Público, Nº 82, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2002, pp. 582–583 

57 Véanse los comentarios de A. Moles Caubet sobre lo que llamó "el contencioso mixto", en 
'"Rasgos generales de la jurisdicción contencioso administrativa" en Instituto de Derecho Público, 
El control jurisdiccional de los Poderes Públicos en Venezuela, Caracas, 1979, pp. 67–77; Nelson 
Rodríguez García, El sistema contencioso–administrativo venezolano y la jurisdicción contencioso–
administrativa, Valencia, 1982, pp. 76–77. 



Administración derivada del acto administrativo ilegal. Para estos fines, en todo 
caso, la legitimación del recurrente tiene que ser algo más que “el simple interés 
legítimo” del cual hablaba la Sala Político Administrativa, como antes se ha dicho, 
y tendrá que ser propia de además, un interés personal y directo, cuando no un 
derecho subjetivo.58   

Por último, en esta materia de los procesos contencioso administrativos de 
anulación, debe mencionarse que conforme al artículo 8 de la Ley Orgánica de 
2010, además de los actos administrativos de efectos generales y particulares, 
también pueden ser objeto de control judicial las “actuaciones bilaterales,” lo que 
apunta, sin duda, a los contratos públicos. Esto se había establecido en la 
derogada Ley Orgánica de 2004, que expresamente preveía la posibilidad de la 
impugnación por ilegalidad o inconstitucionalidad de los contratos o acuerdos 
celebrados por la Administración cuando afectasen los intereses particulares o 
generales, legítimos, directos, colectivos o difusos de los ciudadanos, 
atribuyéndose la legitimidad a personas extrañas a la relación contractual (Art. 21, 
párrafo 2º). La Ley Orgánica de 2010, sin embargo, en esta materia, tampoco 
reguló procedimiento contencioso específico alguno. 

E.  Los procesos contencioso administrativos contra las carencias 
administrativas 

El quinto lugar, está el proceso contencioso administrativo que regula la Ley 
Orgánica es el establecido contra la carencia administrativa, a cuyo efecto, el 
artículo 23 asigna a la Sala Político Administrativa, competencia para conocer de:   

3.  La abstención o la negativa del Presidente o Presidenta de la República, del 
Vicepresidente Ejecutivo o Vicepresidenta Ejecutiva de la República, de los 
Ministros o Ministras, así como de las máximas autoridades de los demás 
órganos de rango constitucional, a cumplir los actos a que estén obligados 
por las leyes. 

Por su parte el artículo 24 de la Ley Orgánica le asigna a los Juzgados 
Nacionales de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, competencia para 
conocer de: 

3.  La abstención o la negativa de las autoridades distintas a las mencionadas 
en el numeral 3 del artículo 23 de esta Ley y en el numeral 4 del artículo 25 
de esta Ley. 

Y conforme al artículo 25 de la Ley Orgánica, los Juzgados Superiores Estadales 
de la Jurisdicción Contencioso Administrativa son competentes para conocer de: 

4.  La abstención o la negativa de las autoridades estadales o municipales a 
cumplir los actos a que estén obligadas por las leyes. 

F.  Los procesos contencioso administrativos de las controversias 
administrativas 

                                                        
58 Idem, pp. 74–75. 



El sexto proceso contencioso administrativo previsto en la Ley es el proceso 
contencioso administrativo de las controversias administrativas, a cuyo efecto, el 
artículo 23 asigna a la Sala Político Administrativa, competencia para conocer de: 

7.  Las controversias administrativas entre la República, los estados, los 
municipios u otro ente público, cuando la otra parte sea una de esas 
mismas entidades, a menos que se trate de controversias entre municipios 
de un mismo estado. 

8.  Las controversias administrativas entre autoridades de un mismo órgano o 
ente, o entre distintos órganos o entes que ejerzan el Poder Público, que se 
susciten por el ejercicio de una competencia atribuida por la ley. 

Y conforme al artículo 25 de la Ley Orgánica, los Juzgados Superiores Estadales 
de la Jurisdicción Contencioso Administrativa son competentes para conocer de: 

9.  Las controversias administrativas entre municipios de un mismo estado por 
el ejercicio de una competencia directa e inmediata en ejecución de la ley. 

G.  Los procesos contencioso administrativos de interpretación de las 
leyes 

El séptimo proceso contencioso administrativo es el de interpretación de las 
leyes, a cuyo efecto el  artículo 23.21 asigna a la Sala Político Administrativa, con 
exclusividad, competencia para conocer de “los recursos de interpretación de 
leyes de contenido administrativo.” 

Se precisó, en esta forma, frente a la competencia general de todas las Salas 
para interpretar las leyes, que lo que corresponde a la Sala Político Administrativa 
en exclusividad es sólo la interpretación de las leyes de “contenido administrativo.”  

3.  Acciones y demandas contencioso administrativas y los 
procedimientos  

A los efectos del desarrollo de estos procesos, conforme a la Ley Orgánica, se 
han puesto a disposición de que quienes ejerzan los puedan iniciar, como lo 
hemos señalado en otro lugar,59 las siguientes siete de acciones contencioso–
administrativos: en primer lugar, las demandas de contenido patrimonial contra los 
entes públicos; en segundo lugar, las demandas en relación con la prestación de 
servicios públicos; en tercer lugar, las contra las vías de hecho administrativas; en 
cuarto lugar, las demandas contra las conductas omisivas de la Administración; en 
quinto lugar, las demandas de nulidad de los actos administrativos; en sexto lugar, 
las demandas de interpretación de leyes administrativas, y en séptimo lugar, las 
demandas para la solución de las controversias administrativas. 

                                                        
59  V. Allan R. Brewer–Carías, “Introducción General al Régimen de la Jurisdicción 

Contencioso Administrativa,” en Allan R. Brewer–Carías y Víctor Hernández Mendible, Ley 
Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
2010, pp. 9–151.V. además, Allan R. Brewer–Carías, "Los diversos tipos de acciones y recursos 
contencioso–administrativos en Venezuela", en Revista de Derecho Público, Nº 25, Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas, 1986, pp. 6 ss. 



Por otra parte, la Ley Orgánica de 2010 estableció en relación a todos estos 
procesos, un conjunto de normas procesales comunes a todas las demandas, 
dividiendo arbitrariamente los procedimientos que deben seguirse en los procesos, 
sólo en tres tipos:  

Primero, el procedimiento aplicable al proceso contencioso administrativo de las 
demandas de contenido patrimonial;  

Segundo, un procedimiento denominado “breve,” aplicable (i) al proceso 
contencioso administrativos de las demandas de contenido no patrimonial o 
indemnizatorio y en especial, las ejercidas con ocasión de la omisión, demora o 
deficiente prestación a los servicios públicos; (ii) al proceso contencioso 
administrativos de las demandas contra las vías de hecho; y (iii) al proceso 
contencioso administrativos de las demandas contra la abstención o carencia de la 
Administración; y  

Tercero, un procedimiento común aplicable (i) el proceso contencioso 
administrativos anulación de los actos administrativos; (ii) al proceso contencioso 
administrativos para la interpretación de leyes;  y (iii) al proceso contencioso 
administrativos para la solución de controversias administrativas. 

Esta división de los procedimientos contencioso administrativos, como hemos 
dicho, fue hecha en forma arbitraria, sin explicación alguna de la agrupación de 
procesos, mezclando así en un procedimiento, procesos que nada tienen en 
común. No se entiende, por ejemplo, porqué a los procesos contencioso 
administrativos contra la carencia o abstención administrativas no se aplicó, por 
ejemplo, el mismo procedimiento establecido para los procesos contencioso 
administrativos de anulación de actos administrativos; o porqué a los procesos 
contencioso administrativos de demandas contra vías de hecho, no se aplicó el 
mismo procedimiento establecido para los procesos contencioso administrativos 
de las demandas de contenido patrimonial. 

4.  La protección contencioso administrativa de los intereses 
colectivos y difusos 

Una de las innovaciones importantes en materia de tutela judicial efectiva frente 
a la Administración fue la consagración del derecho de acceso a la justicia con 
expresa mención de la protección judicial de los intereses colectivos y difusos,60 y 
no sólo de los intereses subjetivos y particulares.  

                                                        
60  V. en general, José L. Villegas Moreno, “Los intereses difusos y colectivos en la 

Constitución de 1999”, en Revista de Derecho Constitucional, Nº 2 (enero–junio). Editorial 
Sherwood, Caracas, 2000, pp. 253–269; Ana E. Araujo García, “El principio de la tutela judicial 
efectiva y los intereses colectivos y difusos”, en El Derecho Público a comienzos del siglo XXI. 
Estudios homenaje al Profesor Allan R. Brewer–Carías, Tomo III, Instituto de Derecho Público, 
Universidad Central de Venezuela, Editorial Civitas, Madrid 2003, pp. 2703–2717; Ana Elvira 
Araujo, “El principio de la tutela judicial efectiva y los intereses colectivos y difusos”, Revista de 
derecho del Tribunal Supremo de Justicia, Nº 4, Caracas, 2002, pp. 1 a 29; Mariolga Quintero 
Tirado, “Aspectos de una tutela judicial ambiental efectiva”, en Nuevos estudios de derecho 
procesal, Libro Homenaje a José Andrés Fuenmayor, Vol. II, Tribunal Supremo de Justicia, 
Colección Libros Homenaje, Nº 8, Caracas, 2002 pp. 189 a 236; Flor M. Ávila Hernández, “La tutela 
de los intereses colectivos y difusos en la Constitución venezolana de 1999”, en El Derecho 
Público a comienzos del siglo XXI. Estudios homenaje al Profesor Allan R. Brewer–Carías, Tomo 
III, op. cit., pp. 2719–2742. Véase igualmente  la sentencia de la Sala Constitucional Nº 656 de 30–
06–2000, Caso: Defensor del Pueblo vs. Comisión Legislativa Nacional. Citada en la sentencia de 



En esta materia, si bien la Constitución atribuye expresamente al Defensor del 
Pueblo la atribución de amparar y proteger los derechos e intereses legítimos, 
colectivos y difusos de las personas contra las arbitrariedades, desviaciones de 
poder y errores cometidos en la prestación de los servicios públicos, interponiendo 
cuando fuere procedente las acciones necesarias para exigir al Estado el 
resarcimiento a los administrados de los daños y perjuicios que les sean 
ocasionados con motivo del funcionamiento de los servicios públicos (art. 281,2), 
la legitimación activa para proteger esos derechos e intereses colectivos y difusos 
no está reservada en exclusiva a dicho funcionario.  

Cualquier persona legitimada para intentar una acción contencioso–
administrativa puede invocar la representación de intereses difusos o colectivos, 
siempre que “el que acciona lo haga en base no sólo a su derecho o interés 
individual, sino en función del derecho o interés común o de incidencia colectiva”; 
que “la razón de la demanda (o del amparo interpuesto) sea la lesión general a la 
calidad de vida de todos los habitantes del país o de sectores de él, ya que la 
situación jurídica de todos los componentes de la sociedad o de sus grupos o 
sectores, ha quedado lesionada al desmejorarse su calidad común de vida”; y “que 
exista un vínculo, así no sea jurídico, entre quien demanda en interés general de 
la sociedad o de un sector de ella (interés social común), nacido del daño o peligro 
en que se encuentra la colectividad (como tal).61 

 

New York, abril de 2013 

                                                                                                                                                                         
la Sala Constitucional Nº 279 de 19–2–2002 (Caso: Ministerio Publico vs. Colegio de Médicos del 
Distrito Capital) como Caso: Dilia Parra Guillén, en Revista de Derecho Público, Nº 89–92, Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas 2002. 

61 V. sentencia Nº 1048 de 17–08–2000 (Caso: William Ojeda vs. Consejo Nacional 
Electoral), en Revista de Derecho Público, Nº 83, (julio–septiembre), Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas 2000, pp. 325 y ss. 


